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INSTITUTO NACIONAL DE VIVIENDA Y URBANISMO

Estimado señor:

Asunto:
Se da respuesta a consulta formulada sobre la viabilidad de dar en dación en pago el inmueble denominado “Parque del Este” propiedad del INVU, a la DESAF y ésta a su vez otorgarlo bajo las mismas condiciones al ICODER.

Nos referimos a su oficio Nro. PE-396-2004-C del 17 de junio, mediante el cual consulta la viabilidad jurídica de que el Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo (INVU) entregue, en dación de pago, a la Dirección General de Asignaciones Familiares (DESAF), una finca ubicada en Montes de Oca, y esta Dirección a su vez la traslade, bajo esa misma modalidad, al Instituto Costarricense del Deporte y la Recreación (ICODER) para la realización de sus fines.

Manifiesta que lo anterior se debe a que el INVU mantiene una deuda con la DESAF que excede los 700 millones de colones, producto de un convenio suscrito en el año 1984 entre ambas entidades, y dada la lamentable situación financiera que atraviesa ese Instituto, se les imposibilita cancelarla.  A su vez la DESAF mantiene una deuda con ICODER de aproximadamente 1400 millones de colones, por no haberle girado el 1% de sus presupuestos ordinarios y extraordinarios, conforme lo determina el inciso c) del artículo 87 de la Ley de Creación del ICODER Nro. 7800 del 30 de abril de 1998. 

El inmueble que se pretende dar en dación de pago, se encuentra inscrito a en el Registro Nacional a nombre del INVU, Partido San José, Sistema Folio Real matrícula número 165852-000, situado en el cantón de Montes de Oca, distrito de San Rafael, denominado “Parque del Este”, el cual fue cedido a la Oficina de la Primera Dama en 1982, y posteriormente se le dio el destino actual administrado por el ICODER.

Para el cumplimiento de dichos fines, han gestionado con la DESAF y con el ICODER la suscripción de un convenio, cuyo documento-borrador, se adjunta para nuestro conocimiento.

I.
Criterio de la asesoría legal del INVU.

Mediante memorando de fecha 14 de junio del 2004, suscrito por el Lic. Luis Eduardo Mesén García, asesor jurídico, remitido a la Presidencia Ejecutiva, se emite criterio sobre la presente situación, en los siguientes términos:

La dación en pago del INVU a la DESAF estaría fundamentado, desde el punto de vista jurídico, en la existencia de la obligación y, de manera secundaria en la autorización que le otorga su ley orgánica de realizar toda clase de contratos.  Considera que desde el punto de vista del INVU, la realización del convenio le permite resolver varios asuntos, podría satisfacer una obligación que constituye uno de sus pasivos más considerables, y que no puede sufragar por la difícil situación económica que atraviesa.  Le permite resolver un conflicto con el ICODER, ya que en la actualidad se tramita ante el Juzgado de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, un ordinario de reivindicación, bajo el expediente Nro. 03-000519-0163-CA, que promueve el INVU contra el ICODER.  Estima que una vez recuperado el inmueble por parte del INVU, dada la regulación particular y actual del área donde se ubica, no se podría desarrollar un proyecto de vivienda de interés social, lo que implicaría tener que buscar otras opciones, distintas a la realización de los fines con que se adquirió el bien.

Desde el punto de vista de la DESAF la asesoría legal estima que el convenio resuelve dos aspectos esenciales:  la redención de un crédito de difícil recuperación, y el cumplimiento legal de transferir recursos al ICODER, y desde el punto de vista de este último, también conlleva beneficios, puesto que ya el inmueble pasaría a ser de su propiedad, y mantendría el destino actual que posee, cumpliendo de esta manera con el fin de creación de ese Instituto.

II. Para que el INVU otorgue el inmueble como dación en pago requiere la  anuencia expresa de la DESAF.
De acuerdo con el dictamen Nro. C-102-2003 del 21 de abril del 2003, de la Procuraduría General de la República, emitido ante una gestión realizada por su persona,  en la que consultaba “...la posibilidad de que el INVU cancele obligaciones crediticias con la Dirección de Asignaciones Familiares mediante la dación en pago. Para lo cual, el INVU procedería a entregar bienes inmuebles en los cuales no se contempla efectuar desarrollos por diversos motivos”, dicho órgano asesor manifestó varios aspectos de importancia, que procedemos a transcribir para una mayor ilustración del tema,  sin ánimo de ser reiterativos para esa institución:

“(...) conforme se desprende del propio texto de la consulta, el INVU no tiene dudas, el problema es que la dación en pago requiere, necesariamente, el consentimiento de la Dirección de Asignaciones Familiares. El dictamen vinculante de la Procuraduría no es mecanismo para que el INVU obtenga solución a su problema crediticio. 

A.- EN CUANTO A LA DACION EN PAGO 
(...) la dación en pago es una forma de extinguir obligaciones en materia contractual. La dación es un acto consensual porque requiere el consentimiento del acreedor. Ello implica que, salvo disposición expresa del legislador, el acreedor y el deudor deben llegar a un acuerdo para sustituir la prestación objeto del contrato. Importa que el bien que se pretenda dar en dación en pago sea sustitutivo en dinero cuando la figura opere en obligaciones dinerarias, como sucede en los contratos de préstamo. 

De lo anterior se sigue que, por regla de principio, dicha dación no es procedente en relación con las obligaciones pecuniarias que tienen su origen en la ley y a fortiori respecto de las obligaciones de carácter tributario o parafiscal, como son las previstas en el artículo 15 de la Ley de creación de la Dirección de Asignaciones Familiares. Pero, además, que el deudor no puede decidir unilateralmente que cancelará sus obligaciones contractuales con un medio de pago diferente del que se pactó. En consecuencia, el consentimiento del acreedor es indispensable. Su ausencia viciaría de nulidad cualquier dación de pago, salvo que el legislador expresamente dispusiera en sentido contrario. 

B.- LAS PARTES DEBEN VALORAR LA CONVENIENCIA DE LA DACION 
De conformidad con la información que ha sido remitida, el INVU suscribió con la DESAF un convenio para constituir un fondo revolutivo de préstamos a empleados públicos y privados. Por lo que se obligó a girar los ingresos para los préstamos hipotecarios al Fondo, de manera tal que éste pudiera otorgar nuevos créditos. No obstante, el INVU no continuó sus pagos. 

Si bien la Procuraduría no conoce el convenio suscrito por el INVU y la DESAF, de la información remitida se desprende que el aporte del INVU era la fuente de financiamiento de los préstamos hipotecarios que la DESAF otorgaría. Préstamos que se hacían en dinero. La DESAF no podía cumplir con los fines del contrato si no contaba con el dinero indispensable que, conforme lo indicado, tenía que ser entregado por el INVU. La suscripción de un convenio con esa naturaleza podría considerarse un medio de cumplir una de las finalidades del INVU (...) 

El financiamiento de viviendas no es, entonces, una obligación extraña al INVU. En consecuencia, éste puede destinar parte de sus recursos a la creación de un fondo que permita financiar dichas viviendas. 

Ahora bien, ante la imposibilidad de pago, el INVU pretende cubrir sus obligaciones dinerarias con la DESAF mediante la entrega de bienes inmuebles. En la medida en que estos bienes tienen un valor, resulta claro que dichos bienes pueden considerarse sustitutivos del dinero.   Empero, para su liquidez se requiere que se proceda a la venta.   Una venta que tendrá un costo y que, por ende, retardará aún más la posibilidad de la DESAF de recuperar las sumas que el INVU le debe y que, en todo caso, le podría generar costos no previstos originalmente.   De no procederse a la venta de los inmuebles, la DESAF podría verse obligada a realizar erogaciones para administrar los inmuebles en cuestión.   Lo que implicaría que sus recursos destinados expresamente por ley a satisfacer las necesidades de las personas de más escasos recursos del país se estarían destinando a gastos administrativos, los cuales no deben ser sufragados con recursos del Fondo (artículo 17 de la Ley N 5662 de 23 de diciembre de 1974).   La dación en pago permitiría saldar las deudas que tiene el INVU pero impediría doblemente el logro de los objetivos de la DESAF. Aspecto que no puede ser desconocido por las partes que discuten la procedencia de la dación en pago. 
CONCLUSIÓN: 
De conformidad, con lo expuesto es criterio de la Procuraduría General de la República que corresponde exclusivamente a la  Dirección de Asignaciones Familiares, en su condición de acreedor de las sumas adeudadas por el INVU, decidir si una dación en pago por las obligaciones derivadas del convenio para la constitución de un fondo revolutivo de préstamos hipotecarios, le permitirá la satisfacción efectiva de los fines públicos que justifican su existencia. Por consiguiente, si procede dar su consentimiento para sustituir la forma de pago”.
De lo anterior se desprende que en la medida en que un bien tenga valor, resulta claro que puede considerarse sustitutivo del dinero, y que para su liquidez se requiere proceder a la venta respectiva del bien.

En el caso concreto, estima la Procuraduría que la venta del inmueble retardaría la posibilidad a la DESAF de recuperar las sumas adeudadas por parte del INVU.  Sin embargo, señala que si DESAF acepta la negociación y de no procederse a la venta del inmueble, se vería obligada a realizar erogaciones para su administración, lo que implicaría un desvío de los recursos que administra, toda vez que éstos se encuentran dirigidos por ley a satisfacer las necesidades de las personas de más escasos recursos del país, por lo que el dictamen concluye que:   “La dación en pago permitiría saldar las deudas que tiene el INVU pero impediría doblemente el logro de los objetivos de la DESAF. Aspecto que no puede ser desconocido por las partes que discuten la procedencia de la dación en pago”. 

En consecuencia,  si DESAF acepta la dación en pago se encuentra imposibilitada legalmente a dejarse el inmueble como parte de su patrimonio.

III. La DESAF está obligada legalmente a trasladar un 1% de sus presupuestos ordinarios y extraordinarios al ICODER.

La Ley de Creación del ICODER Nro. 7800 del 30 de abril de 1998,  establece en su artículo 87 que para el cumplimiento de los fines, contará, entre otros recursos, con “El uno por ciento (1%) de los presupuestos ordinarios y extraordinarios del Fondo de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares”.

Los fines del ICODER se describen en el artículo primero de la ley en comentario, transcritos a continuación:

“ARTÍCULO 1.- Créase el Instituto Costarricense del Deporte y la Recreación, en adelante el Instituto, como institución semiautónoma del Estado, con personalidad jurídica propia e independencia administrativa.

Las siglas del Instituto serán ICODER.

El fin primordial del Instituto es la promoción, el apoyo y el estímulo de la práctica individual y colectiva del deporte y la recreación de los habitantes de la República, actividad considerada de interés público por estar comprometida la salud integral de la población. Para tal efecto, el Instituto debe orientar sus acciones, programas y proyectos a fomentar el fortalecimiento de las organizaciones privadas relacionadas con el deporte y la recreación, dentro de un marco jurídico regulatorio adecuado en consideración de ese interés público, que permita el desarrollo del deporte y la recreación, así como de las ciencias aplicadas, en beneficio de los deportistas en particular y de Costa Rica en general”.

Bajo este panorama, es claro que actualmente el “Parque del Este” al ser administrado por el ICODER, cumple con las funciones asignadas legalmente a dicho Instituto, ya que por las actividades que ofrece, ejecuta la promoción, apoyo y estímulo de la práctica individual y colectiva del deporte y la recreación, por lo que, en caso de lograrse la dación en pago de referencia, efectivamente ICODER continuaría cumplimiento con los fines de creación, determinados vía ley.

IV.
Criterio de esta oficina.

Sin entrar a analizar el convenio remitido, esta oficina considera que tomando en consideración la grave situación financiera del INVU, a manera excepcional,  y en el tanto exista la respectiva anuencia debidamente motivada por parte de los jerarcas de las tres instituciones involucradas, resultaría factible la negociación propuesta.

No omitimos manifestarle que deben ajustarse al ordenamiento jurídico aplicable al efecto, lo cual se deja bajo responsabilidad exclusiva de las tres administraciones interesadas, aspecto que deberá ser desarrollado por esas de previo a la valoración de los documentos respectivos que sean presentados a esta Contraloría General, para el refrendo de ley correspondiente. 

Atentamente,

          MBA. Luis Fernando Campos Montes
Licda. Lorena Agüero Salazar

Gerente de Área 
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